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el 14 de diciembre de 2000, resulta de ello su extempora-
neidad.

Ciertamente, la calificación de un recurso como mani-
fiestamente improcedente ha de relativizarse cuando 
quien lo interpone carece de especiales conocimientos 
jurídicos y lo hace sin asistencia letrada, circunstancia 
ésta que hemos valorado en otras ocasiones igualmente 
relacionadas con la interposición de recursos en vía judi-
cial (STC 70/1984, de 11 de junio, FJ 3; 107/1987, de 25 de 
junio, FJ 1; 128/1998, de 16 de junio, FJ 6). Pero no cabe 
apreciar tal eventualidad en el supuesto que ahora exami-
namos, pues la parte ha dispuesto de asistencia letrada y 
representación técnica. Sólo a la libre decisión de la parte 
se debió la prolongación artificial de la vía judicial, contra-
viniendo lo que el art. 840 LEC 1881 disponía de manera 
terminante, clara e inequívoca, sin dudas que hubieran de 
resolverse con criterios interpretativos de alguna difi-
cultad.

Por tanto cabe apreciar la causa de inadmisión consis-
tente en la extemporaneidad del recurso de amparo.

FALLO
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-

cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido
Inadmitir la demanda de amparo presentada por IG 

Farben, S.A., y otros.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a dos de noviembre de dos mil cua-
tro.–María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado Barrio.– 
Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodríguez-Zapata 
Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez Tremps.–Fir-
mado y rubricado. 

 20429 Sala Primera. Sentencia 186/2004, de 2 de 
noviembre de 2004. Recurso de amparo 1863-2001. 
Promovido por doña María Covadonga Fer-
nández Cuétara frente a la Sentencia de la Sala 
de lo Social del Tribunal Superior de Justicia 
del País Vasco sobre pensión de viudedad.
Supuesta vulneración del derecho a la igual-
dad en la ley: reparto de la pensión de viude-
dad con cónyuge anterior (art. 174.2 de la Ley 
general de la Seguridad Social).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-
Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don 
Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1863-2001, promovido 
por doña María Covadonga Fernández Cuétara, represen-
tada por la Procuradora de los Tribunales doña Silvia de la 
Fuente Bravo y bajo la asistencia del Letrado don Manuel 
de Cristóbal López, contra la Sentencia de la Sala de lo 

Social del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco 
de  27 de febrero de 2001, por la que se inadmitió el 
recurso de suplicación (núm. 2583-2000) interpuesto con-
tra la Sentencia del Juzgado de lo Social núm. 3 de San 
Sebastián de 7 de julio de 2000 (autos núm. 109-2000 
sobre pensión de viudedad). Ha comparecido el Instituto 
Nacional de la Seguridad Social, representado por el Pro-
curador don Luis Pulgar Arroyo y asistido por el Letrado 
don Toribio Malo Malo. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. 
Ha sido Ponente el Magistrado don Javier Delgado Barrio, 
quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito registrado ante este Tribunal con fecha 
de 30 de marzo de 2001 se interpuso el recurso de amparo 
del que se ha hecho mención en el encabezamiento, por 
considerar que las resoluciones judiciales impugnadas 
vulneran los arts. 14, 32, 39 y 41 CE y también el Conve-
nio  102 de la Organización Internacional del Trabajo y, en 
último término, porque aplican el art. 174.2 de la Ley 
general de la Seguridad Social, que es inconstitucional.

2.  Constituyen la base de la demanda los siguientes 
antecedentes de hecho:

a) Doña María Covadonga Fernández Cuétara con-
trajo matrimonio el 9 de abril de 1979 con don Iñaki Zuazo 
Santos, que falleció el día 30 de octubre de 1999.

b) Don Iñaki Zuazo Santos había contraído primeras 
nupcias con doña Luz Lecumberri Iriondo el 8 de mayo de 
1963, de la que se separó de mutuo acuerdo el día 7 de 
enero de 1970. En el mes de mayo de 1974 se inició por 
esta última procedimiento de anulación matrimonial que 
finalizó por Sentencia del Tribunal Eclesiástico de San 
Sebastián de 15 de septiembre de 1977 que declaró la 
nulidad, decisión confirmada por el Tribunal Eclesiástico 
Metropolitano de Pamplona mediante Decreto de 12 de 
abril de 1978.

c) Con fecha de 16 de noviembre de 1999 la recu-
rrente en amparo solicitó pensión de viudedad que le fue 
reconocida por Resolución del Instituto Nacional de la 
Seguridad Social de 22 de noviembre de 1999 con efectos 
económicos desde el 1 de noviembre de 1999 y cuantía 
de  106.459 pesetas (100 por 100 de la pensión).

d) Con fecha de 23 de noviembre de 1999 doña Luz 
Lecumberri Iriondo presentó también solicitud de pensión 
de viudedad, que le fue reconocida por Resolución del 
Instituto Nacional de la Seguridad Social de 10 de diciem-
bre de 1999 con efectos económicos de 1 de noviembre 
de 1999 por importe de 19.460 pesetas, en proporción al 
tiempo de convivencia con el causante de la pensión 
(18,28 por 100 de la pensión, a razón de 2.436 días de con-
vivencia matrimonial desde 1963 a 1970).

e) Como consecuencia de lo anterior, el Instituto 
Nacional de la Seguridad Social por medio de Resolución 
de 14 de diciembre de 1999 revisó la cuantía de la pensión 
de viudedad de la recurrente fijándola en 86.998 pesetas 
(es decir, el 81,72 por 100 de la pensión), reclamándole el 
reintegro de lo indebidamente percibido (42.168 pese-
tas).

f) Con fecha de 17 de enero de 2000 la recurrente 
presentó escrito de reclamación previa ante el Instituto 
Nacional de la Seguridad Social mostrando su disconfor-
midad con la anterior decisión, que fue desestimado por 
Resolución de 24 de enero de 2000 en aplicación del art. 174.2 
del texto refundido de la Ley general de la Seguridad 
Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 
20 de junio de 1994 (LGSS), que establece para los casos 
de nulidad matrimonial que el reparto de la pensión de 
viudedad causada por el cónyuge fallecido se realizará 
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proporcionalmente entre los cónyuges supervivientes en 
función del tiempo de convivencia.

g) Con fecha de 29 de febrero de 2000 la recurrente 
en amparo presentó demanda sobre pensión de viudedad 
contra el Instituto Nacional de la Seguridad Social, Tesore-
ría General de la Seguridad Social y doña Luz Lecumberri, 
sosteniendo su derecho a percibir íntegramente la pen-
sión de viudedad y la improcedencia del reintegro recla-
mado, alegando la vulneración de los arts. 14, 39, 40 y 41 CE.

h) La demanda fue desestimada por Sentencia del 
Juzgado de lo Social núm. 3 de San Sebastián de 7 de 
julio de 2000, aplicando por analogía lo dispuesto en el 
art. 174.2 LGSS para los supuestos de divorcio. En el fallo 
de la resolución se ofrecía a las partes la posibilidad de 
impugnarla a través del recurso de suplicación.

i) Con fecha de 21 de septiembre de 2001, la parte 
actora interpone recurso de suplicación contra la anterior 
Sentencia que fue también impugnado de contrario. Ante 
la posibilidad de que la cuestión debatida no fuese sus-
ceptible de recurso de suplicación, la Sala de lo Social del 
Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, por providen-
cia de 16 de enero de 2001, concede a las partes un plazo 
de cinco días para que alegasen lo que a su derecho con-
viniera con relación a esa cuestión.

j) Evacuado el anterior trámite, finalmente se inad-
mite el recurso por Sentencia de la Sala de lo Social del 
Tribunal Superior de Justicia del País Vasco 27 de febrero 
de 2001.

3. Con fundamento en ese itinerario procesal, la 
parte recurrente alega que las resoluciones judiciales 
impugnadas, que desestimaron su pretensión de que se 
le reconociese el derecho a percibir la totalidad de la pen-
sión de viudedad causada por el fallecimiento de su 
marido sin tener que compartir su importe con la primera 
esposa de éste, cuyo vínculo matrimonial fue declarado 
nulo, vulneran el art. 14 CE. En este sentido, sostiene que 
la ley depara un trato desigual injustificado a los benefi-
ciarios de la pensión de viudedad (cónyuges supérstites) 
al hacer depender su cuantía de que el causante (cónyuge 
fallecido) hubiese estado o no unido por anterior vínculo 
matrimonial disuelto por divorcio o anulación. Con ello la 
ley crea una situación de desequilibrio económico puesto 
que siendo la viuda la que sufre una pérdida importante 
de la fuente de ingresos como consecuencia de la muerte 
de su cónyuge, se aminora la cuantía de su pensión de 
viudedad para mejorar, a sus expensas, la situación del 
cónyuge del matrimonio disuelto que no sufre perjuicio 
económico alguno. Entiende que tal postura constituye, 
además, una reminiscencia del pasado más reciente, al 
seguir estimándose el matrimonio como una unión indi-
soluble entre hombre y mujer, y al no admitir que el divor-
cio o la nulidad del matrimonio rompen el vínculo que 
unía al cónyuge anulado o divorciado con el causante de 
la pensión, incluso en este efecto de causar derecho a la 
pensión de viudedad.

De este modo, la recurrente sostiene la inconstitucio-
nalidad del art. 174.2 LGSS alegando que produce una 
discriminación contraria a los artículos 14 y 32 CE en tanto 
que permite que una misma cotización a la Seguridad 
Social —realizada con los rendimientos del trabajo que 
son bienes gananciales del matrimonio— produzca bene-
ficios distintos en materia de pensión de viudedad depen-
diendo de la circunstancia de que el beneficiario de la 
pensión (viudo o viuda) se hubiese casado con una per-
sona soltera o, por el contrario, con una que hubiese 
estado anteriormente casada. Conforme declaró la STC 
184/1990, de 15 de noviembre, la pensión de viudedad 
tiene como finalidad compensar la falta o minoración de 
unos ingresos de los que participaba el cónyuge supérs-
tite y, en general, afrontar las repercusiones económicas 
causadas por la actualización de una contingencia —la 
muerte de uno de los cónyuges— otorgando a tal efecto 

una pensión, siendo irrelevante que el fallecimiento cree 
o no un estado de necesidad. En consecuencia, no se 
puede sostener que las necesidades de «una viuda de un 
soltero» sean mayores que las de la «viuda de un anulado 
o divorciado», pues la pérdida de ingresos a la que se 
refiere la Sentencia anterior será equivalente a los ingre-
sos que venía aportando el fallecido al matrimonio en 
cualquiera de los dos casos. Mantener lo contrario sería 
tanto como diseñar dos tipos de matrimonios, uno de 
primera categoría y otro de segunda, puesto que, aun 
cotizando lo mismo, en el primer caso el vínculo matrimo-
nial puede generar más derechos que en el segundo.

También añade que junto a ese injustificado reparto 
de la pensión, hay que tener en cuenta que las pensiones 
de viudedad son prestaciones mínimas que apenas 
cubren las necesidades de subsistencia cuando se perci-
ben en su porcentaje total (45 por 100 de la base regula-
dora), por lo que difícilmente puede atender a su finalidad 
protectora cuando, como es su caso, la cuantía se ve 
reducida. Entiende, pues, que el art. 174.2 LGSS ha de 
interpretarse conforme a los arts. 14 y 32 CE sobre la base 
de que «a la ex cónyuge o no cónyuge, como en el pre-
sente caso, no le causa ningún quebranto la muerte de su 
exmarido, no así a la viuda, que lo sufre plenamente».

En último término, solicita la elevación al Pleno de la 
cuestión de inconstitucionalidad del art. 174.2 LGSS.

Por otra parte, la recurrente alega que el actual reparto 
de pensiones regulado en la legislación española viola lo 
dispuesto en el Convenio de la Organización Internacional 
del Trabajo núm. 102 en tanto que para esta norma el tér-
mino viuda designa únicamente al cónyuge que estaba a 
cargo de su marido en el momento del fallecimiento y 
únicamente habilita a los Estados a reducir la pensión de 
viudedad en la medida en que los demás recursos de la 
familia del beneficiario excedan de sumas apreciables 
prescritas o fijadas por las autoridades competentes y no 
en los casos de separación, divorcio o nulidad matrimo-
nial tal y como se permite en nuestra legislación. Por lo 
tanto, la falta de cumplimiento de esta norma representa, 
a su juicio, una infracción del principio de jerarquía nor-
mativa y seguridad jurídica. Además, la Sentencia del 
Juzgado habría incurrido en incongruencia por no haber 
hecho mención alguna respecto a la infracción de la citada 
norma internacional que se acompañó como prueba en el 
acto del juicio.

4. Por diligencia de ordenación de 23 de mayo 
de  2002, se requirió al Tribunal Superior de Justicia del 
País Vasco y al Juzgado de lo Social núm. 3 de San Sebas-
tián para que de conformidad con el art. 88 LOTC remitie-
ran las actuaciones en el plazo de diez días.

5. Por providencia de la Sección Primera de 30 de 
septiembre de 2002 se admitió a trámite la demanda y en 
aplicación del art. 51 LOTC se acordó dirigir comunicación 
al Juzgado de lo Social núm. 3 de San Sebastián a fin de 
que emplazase a quienes hubieran sido parte en el proce-
dimiento, excepto al recurrente en amparo, a los efectos 
de que en el plazo de diez días pudiesen comparecer en el 
proceso y defender sus derechos.

6. Por escrito con fecha de registro de 25 de octubre 
de 2002 se persona el Procurador de los Tribunales don 
Luis Pulgar Arroyo en nombre del Instituto Nacional de la 
Seguridad Social y por diligencia de ordenación de 12 de 
noviembre 2002 se le tiene por personado y parte en el 
procedimiento, acordando, conforme al art. 52.1 LOTC, 
dar vista de las actuaciones recibidas a las partes y al 
Ministerio Fiscal por plazo común de veinte días.

7. Con fecha de registro de 28 de noviembre de 2002 
el Ministerio Fiscal presenta su escrito de alegaciones. 
Comienza diciendo que el argumento que sustenta la pre-
tensión de la inconstitucionalidad del art. 174.2 LGSS se 
estructura sobre la base del contenido de determinados 
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pronunciamientos de este Tribunal que analizan la natura-
leza de la pensión de viudedad, apuntando a su carácter 
de medio compensatorio frente a un daño y no tanto a su 
finalidad tuitiva frente a una situación de necesidad. 
Adentrándose en ese previo estudio de la naturaleza de la 
pensión en cuestión, el Fiscal se refiere a las SSTC 103/1983, 
184/1990, y, 241/2000, que mantienen el carácter indemni-
zatorio de la pensión de viudedad al tener como fin com-
pensar frente a un daño, cual es la falta o minoración de 
unos ingresos de los que participaba el cónyuge supérs-
tite y, en general, afrontar las repercusiones económicas 
causadas por la actualización de una contingencia (la 
muerte de uno de los cónyuges), otorgando a tal efecto 
una pensión que depende y es proporcional en su cuantía 
a la base reguladora correspondiente al causante. Consi-
dera el Fiscal que tal configuración de la pensión de viu-
dedad podría, en su caso, constituir el punto de partida 
sobre el que fundar una hipótesis que defendiera la 
incompatibilidad del art. 174.2 LGSS con algún otro pre-
cepto constitucional y dar lugar a que por el Tribunal 
Constitucional se hiciera uso de la facultad que contempla 
el art. 55.2 LOTC; sin embargo, entiende que tal posible 
colisión quedaría extramuros de la sección primera del 
capítulo II del título I de la Constitución, pues resulta harto 
difícil sostener que ésta se produzca con respecto al 
art.  14 CE, al no poderse apreciar la existencia de una 
desigualdad ante la Ley.

En este sentido, prosigue diciendo que el término de 
comparación que se ofrece es el referido al sujeto cau-
sante de la prestación de la Seguridad Social, al denun-
ciarse que ante una misma situación de hecho (el matri-
monio) se producen resultados diversos cuando éste se 
celebra con un cotizante soltero antes del matrimonio, y 
cuando se celebra con persona divorciada o que haya 
obtenido la nulidad de un matrimonio anterior. Tal plan-
teamiento presenta una fractura de inicio pues la compa-
ración se limita a confrontar situaciones en las que se 
contempla asépticamente la realidad del vínculo matri-
monial sin más, omitiéndose un hecho relevante, cual es 
el de las circunstancias personales de uno de los cónyu-
ges o, lo que es igual, su estado civil al tiempo de contraer 
matrimonio. Con ello, se prescinde interesadamente del 
conjunto de relaciones de carácter personal y patrimonial 
que pueden no obstante pervivir aún después de ser anu-
lado o disuelto el matrimonio y que en decisión libérrima 
del legislador, identificando intereses dignos de protec-
ción, son susceptibles de justificar la permanencia en el 
tiempo de determinados efectos jurídicos.

En suma, el Fiscal entiende que los supuestos con-
templados no son iguales en cuanto el elemento diferen-
ciador introducido por el legislador no carece en absoluto 
de relevancia y de fundamento racional, pues con inde-
pendencia de que no resulte posible la apreciación de 
vínculo contractual de carácter asegurador que convierta 
la prestación de la Seguridad Social en la contrapartida 
por una previa cotización, no resulta menos cierto que el 
legislador al optar por dicha concreta cobertura ha consi-
derado como interés susceptible de protección el deri-
vado de la convivencia marital durante un periodo de 
tiempo, a lo largo del cual no resulta difícil sostener que, 
en cumplimiento de lo dispuesto en los arts. 67 y 68 del 
Código civil, el cónyuge beneficiario de la prestación 
habrá cumplido con su respectiva obligación de ayuda y 
socorro mutuo, sacrificando intereses propios que la pen-
sión de viudedad podría estar llamada a reparar. Conse-
cuentemente, la opción del legislador —con independen-
cia de que se comparta o no su criterio— resulta razonable 
y proporcionada, configurando la prestación de Seguri-
dad Social mediante el empleo del criterio prorrata tem-
poris y fijando un particular modo de distribución de la 
acción protectora de la Seguridad Social, que se justifica 
por la existencia de un régimen legal en el que tanto las 
aportaciones de sus afiliados como las prestaciones a 

dispensar, sus niveles y condiciones, vienen determina-
dos por reglas que se integran en el ordenamiento jurí-
dico, estando sujetas a las modificaciones que el legisla-
dor introduzca en el momento que juzgue conveniente. 
En definitiva, lo que la recurrente viene a exigir es una 
diferencia de trato, siendo ésta ajena al derecho a la igual-
dad, que no ampara la denominada discriminación por 
indiferenciación.

Por todo lo cual, se interesa la denegación del amparo 
solicitado al entender que no se ha producido la vulnera-
ción del derecho a la igualdad (art. 14 CE) que la recu-
rrente en amparo alega.

8. Con fecha de registro de 2 de diciembre de 2002 
cumplimenta el trámite conferido la representación pro-
cesal del Instituto Nacional de la Seguridad Social, adu-
ciendo, en primer lugar, que la demanda debe ser deses-
timada conforme al art. 50.1 c) LOTC por falta de contenido 
«casacional» (sic) al plantear una cuestión de legalidad 
ordinaria (aplicación del art. 174.2 LGSS y del Conve-
nio  102 de la Organización Internacional del Trabajo). En 
segundo lugar, niega la vulneración de los arts. 14 y 32 CE, 
en tanto que la recurrente parte de supuestos de hecho 
distintos, a saber, de un lado, el de la pensión de viude-
dad cuando el causante no ha contraído matrimonio 
anterior y, de otro lado, el de la pensión de viudedad 
cuando el causante tenía vínculo matrimonial anterior 
declarado nulo, supuestos para los que la Ley prevé una 
distinta regulación. En tercer lugar, considera que la 
recurrente en amparo no puede plantear ahora la incons-
titucionalidad del art. 174.2 LGSS, ya que en la vía judi-
cial no ha instado del órgano jurisdiccional la inconstitu-
cionalidad de dicho precepto. Finalmente, afirma que el 
Juzgado no incurrió en incongruencia por no hacer men-
ción expresa al Convenio de la Organización Internacio-
nal del Trabajo invocado por la recurrente, norma que no 
resulta contradictoria con el contenido del precepto legal 
cuestionado.

9. Con fecha de registro de 7 de diciembre de 2002, 
la representación procesal de la recurrente en amparo da 
por reproducidas las alegaciones contenidas en su 
demanda.

10. Por providencia de 27 de octubre de 2004 se 
señaló para deliberación y fallo de la presente Sentencia 
el día 2 de noviembre del mismo año.

II. Fundamentos jurídicos

1. Como ha quedado expuesto en los antecedentes 
de hecho, la recurrente en amparo imputa a las resolucio-
nes recurridas la vulneración del derecho a la igualdad 
(art. 14 CE) así como del derecho de los cónyuges a con-
traer matrimonio con plena igualdad jurídica (arts. 32 y 39 
CE), al aplicar el art. 174.2 del texto refundido de la Ley 
general de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 1/1994, de 20 de junio (LGSS) —redacción 
derivada de la disposición adicional decimotercera, apar-
tado 1, de la Ley 66/1997, de 30 de diciembre—, que, a 
juicio de la recurrente, es inconstitucional y vulnera el 
Convenio de la Organización Internacional del Trabajo 
núm. 102, extremo este último respecto del que el órgano 
judicial no se ha pronunciado, incurriendo en incongruen-
cia omisiva.

En efecto, la recurrente sostiene la existencia de un 
tratamiento desigual de las pensiones de viudedad conce-
didas a las viudas que se casaron con soltero con respecto 
a las viudas casadas con quien había contraído un ante-
rior matrimonio que se disolvió por divorcio o que fue 
declarado nulo (como es su caso), ya que a estas últimas 
se les depara un trato peyorativo al reconocerles una dife-
rente cuantía de la pensión que carece de justificación 
objetiva y razonable. En este sentido, califica de discrimi-
natoria la atribución a la anterior cónyuge de una parte de 
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la pensión de viudedad prorrata temporis, toda vez que el 
desequilibrio económico como consecuencia de la muerte 
del causante de la pensión lo sufre únicamente el cón-
yuge supérstite, que, sin embargo, ve reducida la cuantía 
de la pensión que le corresponde, pues a sus expensas se 
mejora la situación de un anterior cónyuge que no sufre 
perjuicio económico alguno.

Por el contrario, el Ministerio Fiscal interesa la deses-
timación del amparo solicitado al no haberse producido 
la vulneración del derecho a la igualdad ante la Ley. En 
este sentido, afirma que no es idéntica la situación de los 
supuestos objeto de comparación (situación de una per-
sona que contrae matrimonio con una persona soltera 
frente a aquélla que lo contrae con una persona con ante-
rior vínculo matrimonial disuelto o anulado) y que el pro-
rrateo de la pensión de viudedad en caso de concurrencia 
de cónyuges no puede calificarse como discriminatorio al 
tener un fundamento razonable como lo es la protección 
de la convivencia marital en función del tiempo de dura-
ción de la misma (prorrata temporis).

Por su parte, la representación procesal del Instituto 
Nacional de la Seguridad Social solicita la desestimación 
del amparo al considerar que se plantea a través de la 
demanda una cuestión de legalidad ordinaria relativa a la 
aplicación del art. 174.2 LGSS y del Convenio 102 de la 
Organización Internacional del Trabajo, por no haberse 
producido la lesión de los arts. 14 y 32 CE al partirse de 
supuestos de hecho que no resultan iguales, y por carecer 
la parte recurrente de legitimación para plantear la 
inconstitucionalidad del precepto legal cuya aplicación se 
discute.

2. Ya en este punto y a la vista de los términos en que 
se ha desarrollado el debate procesal, para fijar la con-
creta cuestión debatida son precisas algunas observacio-
nes previas:

a) Ciertamente, la demandante de amparo insta de 
este Tribunal el planteamiento de la autocuestión de 
inconstitucionalidad respecto del art. 174.2 LGSS, a lo que 
se opone el Instituto Nacional de la Seguridad Social, ale-
gando que tal petición no se formuló en la vía judicial, y a 
este respecto es de señalar:

1) Ante todo, ha de recordarse que una reiterada 
doctrina de este Tribunal viene poniendo de relieve «que 
el recurso de amparo no permite una impugnación abs-
tracta de disposiciones generales que conduzca, en su 
caso, a una declaración de nulidad con efectos erga 
omnes, al margen y con independencia de la existencia o 
no de una lesión concreta y actual de un derecho funda-
mental» (STC 363/1993, de 13 de diciembre, FJ 4). Pues 
bien, en el caso que se examina, aparece claro que lo que 
se impugna, en primer plano, son decisiones concretas a 
las que se atribuye la lesión concreta y actual de un dere-
cho fundamental, de suerte que sólo en segundo término 
figura la posible inconstitucionalidad del art. 174.2 LGSS.

2) Por otra parte, el planteamiento de la autocues-
tión prevista en el art. 55.2 LOTC es una decisión de este 
Tribunal para el caso de que se estime el recurso de 
amparo porque la Ley aplicada lesiona derechos funda-
mentales o libertades públicas. Y cuando concurre este 
supuesto de hecho, la Sala ha de elevar la cuestión al 
Pleno, con o sin petición de la demandante y sin necesi-
dad de que tal petición se hubiera formulado en la vía 
judicial ordinaria: una cosa es que el derecho constitucio-
nal vulnerado se haya invocado en el proceso previo al 
amparo —art. 44.1 c) LOTC—, que opera como requisito 
para su admisión, y otra muy distinta es que, una vez 
admitido el recurso, a la hora de fallarlo, la Sala aprecie la 
concurrencia del supuesto de hecho del art. 55.2 LOTC.

b) La invocación del Convenio 102 de la Organiza-
ción Internacional del Trabajo, de 28 de junio de 1952, 

tiene en las alegaciones de la demandante un doble sen-
tido:

1) Por una parte, se indica que, pese a haber sido 
alegado, la Sentencia del Juzgado guardó silencio sobre 
este punto, incurriendo en incongruencia omisiva, ante la 
inadmisión del recurso de suplicación. A este respecto 
bastará indicar que tal incongruencia omisiva no puede 
ser examinada por este Tribunal, por cuanto no consta 
que se haya interpuesto con carácter previo al recurso de 
amparo el incidente de nulidad de actuaciones previsto 
en el entonces art. 240.3 LOPJ, que ofrece un cauce para 
remediar los defectos procesales que causen indefensión 
o las resoluciones incongruentes en defecto de recurso 
válido (SSTC 32/2002, de 11 de febrero, FJ 2; 72/2002, de 8 
de abril, FJ 2; 178/2002, de 14 de octubre, FJ 4; 39/2003, 
de  27 de febrero, FJ 3; y 25/2004, de 26 de febrero de 
2004, FJ  2). De este modo, la demanda de amparo en 
relación con la queja de incongruencia sería prematura 
por incumplir la exigencia procesal de agotar todos los 
recursos utilizables en la vía judicial ordinaria (art. 44.1 y 
50.1.a LOTC), exigencia que constituye una consecuencia 
del carácter subsidiario del recurso de amparo (art. 53.2 
CE).

2) En otra línea se invoca el Convenio 102 de la Orga-
nización Internacional del Trabajo para denunciar su incum-
plimiento por parte de la normativa española, pero esta 
cuestión ha de quedar fuera de nuestro conocimiento 
pues, aun siendo evidente la notable virtualidad herme-
néutica de los tratados internacionales (STC 263/1994, de 3 
de octubre, FJ 3) y su claro valor interpretativo a la luz de lo 
dispuesto en el art. 10.2 CE, este Tribunal ha afirmado que 
no le corresponde, al conocer un recurso de amparo, exa-
minar la observancia o inobservancia per se de textos 
internacionales que obliguen a España, sino tan sólo com-
probar el respeto o la infracción de los preceptos constitu-
cionales que reconocen derechos fundamentales y liberta-
des públicas susceptibles de amparo (arts. 53.2 CE y 41.1 
LOTC; SSTC 120/1990, de 27 de junio, FJ 3; 249/2000, de 30 
de octubre, FJ 2; y 56/2003, de 24 de marzo, FJ 1).

c) Finalmente, ha de señalarse que aunque la recu-
rrente alega violaciones de varios preceptos constitucio-
nales (arts. 14, 32, 39 y 41), es claro que en el ámbito de 
este proceso únicamente se podrá examinar la señalada 
lesión del art. 14 CE (arts. 53.2 CE y 41.1 LOTC).

3. Centrándonos, pues, en la alegación de la parte 
recurrente sobre la vulneración del derecho a la igualdad 
ante la Ley (art. 14 CE), conviene recordar que, según reite-
rada doctrina de este Tribunal, el principio de igualdad no 
implica en todos los casos un tratamiento legal igual con 
abstracción de cualquier elemento diferenciador de rele-
vancia jurídica, pues no toda desigualdad de trato norma-
tivo respecto a la regulación de una determinada materia 
supone una infracción del mandato contenido en el art. 14 
CE, sino tan sólo las que introduzcan una diferencia entre 
situaciones que puedan considerarse iguales, sin que se 
ofrezca y posea una justificación objetiva y razonable para 
ello. El principio de igualdad exige, así, que a iguales 
supuestos de hecho se apliquen iguales consecuencias 
jurídicas y, por tanto, veda la utilización de elementos de 
diferenciación que quepa calificar de arbitrarios o carentes 
de una justificación razonable. En suma, lo que prohíbe el 
principio de igualdad son las desigualdades que resulten 
artificiosas o injustificadas por no venir fundadas en crite-
rios objetivos y razonables, de valor generalmente acep-
tado. También es necesario, para que sea constitucional-
mente lícita la diferencia de trato, que las consecuencias 
jurídicas que se deriven de tal distinción sean proporciona-
das a la finalidad perseguida, de suerte que se eviten resul-
tados excesivamente gravosos o desmedidos. En resumen, 
el principio de igualdad no sólo exige que la diferencia de 
trato resulte objetivamente justificada, sino también que 
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supere un juicio de proporcionalidad sobre la relación exis-
tente entre la medida adoptada, el resultado producido y la 
finalidad pretendida (por todas, SSTC 39/2002, de 14 de 
febrero, FFJJ 4 y 5; 103/2002, de 6 de mayo, FJ 4; y 104/2004, 
de 28 de junio, FJ 4).

Lo propio del juicio de igualdad, ha dicho este Tribu-
nal, es «su carácter relacional conforme al cual se requiere 
como presupuestos obligados, de un lado, que, como 
consecuencia de la medida normativa cuestionada, se 
haya introducido directa o indirectamente una diferencia 
de trato entre grupos o categorías de personas» (STC 181/2000, 
de 29 de junio, FJ 10) y, de otro, que las situaciones subje-
tivas que quieran traerse a la comparación sean, efectiva-
mente, homogéneas o equiparables, es decir, que el tér-
mino de comparación no resulte arbitrario o caprichoso. 
Sólo ante iguales supuestos de hecho actúa la prohibición 
de utilizar «elementos de diferenciación que quepa califi-
car de arbitrarios o carentes de una justificación razona-
ble» (STC 39/2002, de 14 de febrero, FJ 4). En definitiva, 
como ha sintetizado la STC 125/2003, de 19 de junio, el 
principio de igualdad prohíbe al legislador «configurar los 
supuestos de hecho de la norma de modo tal que se dé 
trato distinto a personas que, desde todos los puntos de 
vista legítimamente adoptables, se encuentran en la 
misma situación o, dicho de otro modo, impidiendo que 
se otorgue relevancia jurídica a circunstancias que, o bien 
no pueden ser jamás tomadas en consideración por pro-
hibirlo así expresamente la propia Constitución, o bien no 
guardan relación alguna con el sentido de la regulación 
que, al incluirlas, incurre en arbitrariedad y es por eso 
discriminatoria» (FJ 4).

También es conveniente tener presente respecto del 
derecho a la igualdad con relación a las prestaciones del 
sistema de la Seguridad Social, que es doctrina de este 
Tribunal, como sintetiza la STC 197/2003, de 30 de octu-
bre, FJ 3, que «el art. 41 CE convierte a la Seguridad Social 
en una función estatal en la que pasa a ocupar una posi-
ción decisiva el remedio de situaciones de necesidad, 
pero tales situaciones han de ser apreciadas y determina-
das teniendo en cuenta el contexto general en que se 
producen y en conexión con las circunstancias económi-
cas, las disponibilidades del momento y las necesidades 
de los diversos grupos sociales. No puede excluirse por 
ello que el legislador, apreciando la importancia relativa 
de las situaciones de necesidad a satisfacer, regule, en 
atención a las circunstancias indicadas, el nivel y condi-
ciones de las prestaciones a efectuar o las modifique para 
adaptarlas a las necesidades del momento (STC 65/1987). 
Los arts. 41 y 50 CE no constriñen al establecimiento de 
un único sistema prestacional fundado en principios idén-
ticos, ni a la regulación de unos mismos requisitos o la 
previsión de iguales circunstancias determinantes del 
nacimiento del derecho (STC 114/1987). La identidad en el 
nivel de protección de todos los ciudadanos podrá consti-
tuir algo deseable desde el punto de vista social, pero 
cuando las prestaciones derivan de distintos sistemas o 
regímenes, cada uno con su propia normativa, no consti-
tuye un imperativo jurídico (SSTC 103/1984 y 27/1988), ni 
vulnera el principio de igualdad (STC 77/1995, de 20 de 
mayo, FJ 4)».

Finalmente, en lo que ahora interesa, no es ocioso 
sintetizar que, en relación con la concreta pensión de viu-
dedad discutida, este Tribunal ha afirmado que se trata de 
una pensión única repartida entre los distintos cónyuges 
supérstites (STC 125/2003, de 19 de junio) y que entre los 
requisitos que la generan se ha exigido el vínculo matri-
monial, considerando no discriminatoria la regulación 
que permite denegar la pensión de viudedad al supérstite 
de una pareja de hecho (STC 27/1986, de 19 de febrero; 
STC Pleno 184/1990, de 15 de noviembre, reiterada por las 
SSTC 29/1991, 30/1991, 35/1991, 38/1991, todas de 14 de 
febrero, 77/1991, de 11 de abril, y 66/1994, de 28 de febrero, 
o los AATC 232/1996, de 22 de julio, y el reciente de Pleno 

188/2003, de 3 de junio). Hemos mantenido, igualmente, 
que el matrimonio es una institución garantizada por la 
Constitución, que el derecho del hombre y de la mujer a 
contraerlo es un derecho constitucional (art. 32.1) y que 
su régimen jurídico corresponde a la ley por mandato 
constitucional (art. 32.2); así como que el vínculo matri-
monial genera ope legis en la mujer y el marido una plu-
ralidad de derechos y deberes (STC 184/1990, de 15 de 
noviembre, FJ 3).

4. En el supuesto enjuiciado, la recurrente en amparo 
cuestiona el criterio proporcional (prorrata temporis) 
establecido para aquellos supuestos en los que concurren 
varios beneficiarios de la pensión de viudedad. Como ha 
quedado expuesto, se alega la discriminación que sufre la 
viuda supérstite al tener que compartir su pensión de viu-
dedad con otra beneficiaria (la anteriormente casada con 
el causante de la pensión cuyo matrimonio se disolvió o 
anuló) en relación con la viuda supérstite de un causante 
que no ha contraído anteriores nupcias, pues, sólo y 
exclusivamente en este último caso, la viuda percibe la 
totalidad de la pensión de viudedad. Se comparan, así 
pues, los supuestos en los que la pensión de viudedad 
corresponde al cónyuge de quien contrajo dos o más 
matrimonios respecto de aquéllos en los que dicha pen-
sión de viudedad pertenece al cónyuge de quien contrajo 
un solo matrimonio, y se afirma que el prorrateo de la 
pensión en proporción al tiempo de convivencia cuando 
concurren varios beneficiarios vulnera el principio de 
igualdad contenido en el art. 14 CE.

Así las cosas, como advierte el Ministerio Fiscal, ha de 
señalarse que los supuestos contemplados presentan un 
claro elemento diferenciador, pues la pensión de viude-
dad se configura en relación con un causante, que no es 
el beneficiario directo y cuyas vicisitudes matrimoniales, 
fruto de su personal autonomía y libertad, son las que 
finalmente repercuten en el régimen jurídico de la pen-
sión del beneficiario, ya que el legislador ha considerado 
como interés susceptible de protección el derivado de la 
convivencia marital durante un cierto tiempo. No pueden 
considerarse términos homogéneos para llevar a cabo la 
comparación necesaria en el juicio de igualdad biografías 
diferentes en el terreno matrimonial precisamente de la 
persona que con su muerte causa la pensión de viudedad. 
Y, en coherencia con tales biografías, el legislador ha 
tomado en consideración el tiempo de convivencia con-
yugal con el causante, en cuyo periodo de tiempo se ha 
realizado la pertinente cotización a la Seguridad Social a 
efectos de la pensión.

Sobre esta base, hemos de concluir que efectivamente 
cuenta con una justificación objetiva y razonable la opción 
de no excluir de la titularidad de la pensión de viudedad a 
quienes anteriormente tuvieron la condición de cónyuges 
y que como tales convivieron con el causante durante un 
cierto lapso tiempo: como señalábamos en la STC 125/2003, 
de 19 de junio, FJ 6, «la pensión de viudedad queda con-
cebida como única pensión repartida entre todos los cón-
yuges supérstites». Sin que, por otro lado, ofrezca dudas 
la proporcionalidad de la solución, pues ésta enlaza direc-
tamente con el tiempo de convivencia con el causante y 
justamente el criterio de reparto opera en proporción a 
dicho tiempo.

Cuestión distinta es que pudieran existir otras opcio-
nes que operan como posibilidades permitidas al legisla-
dor en el ámbito de la Seguridad Social y sobre las que él 
ha de decidir, teniendo en cuenta «las circunstancia eco-
nómicas, las disponibilidades del momento y las necesi-
dades de los diversos grupos sociales» (STC 197/2003, de 
30 de octubre, FJ 3).

5. No apreciándose, así, vulneración del derecho a la 
igualdad (art. 14 CE), procedente será el pronunciamiento 
previsto en el art. 53 b) LOTC.
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FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar la demanda de amparo presentada por 
doña María Covadonga Fernández Cuétara.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a dos de noviembre de dos mil cua-
tro.–María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado Barrio.– 
Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodríguez-Zapata 
Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez Tremps.–Fir-
mado y rubricado. 

 20430 Sala Segunda. Sentencia 187/2004, de 2 de 
noviembre de 2004. Recurso de amparo 3539-2001. 
Promovido por don Andrés González Ruiz y 
otros frente al Auto de la Sala Tercera del Tribu-
nal Supremo que declaró desierto su recurso 
de casación en un contencioso-administrativo 
sobre expediente de regulación de empleo.
Vulneración del derecho a la tutela judicial 
efectiva (acceso al recurso legal): inadmisión 
de recurso de casación por solicitud inade-
cuada de nombramiento de Abogado y Procu-
rador de oficio, sin ofrecer subsanación o alter-
nativa alguna (STC 33/1990).

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta 
por don Guillermo Jiménez Sánchez, Presidente, don Vicente 
Conde Martín de Hijas, doña Elisa Pérez Vera, don Eugeni 
Gay Montalvo y don Pascual Sala Sánchez, Magistrados ha 
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3539-2001, promovido 
por don Andrés González Ruiz, doña Begoña Armada 
Seara y don Juan Luis Blasco Polo, representados por la 
Procuradora de los Tribunales doña María Ángeles Oliva 
Yanes y asistidos por el Letrado don Matías Morante de la 
Calle, contra el Auto de la Sala Tercera del Tribunal 
Supremo de 3 de enero de 2001, por el que se declaró 
desierto el recurso de casación preparado por los recu-
rrentes contra la Sentencia núm. 645/2000, de 14 de junio 
de 2000, de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del 
Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, dictada en 
recurso contencioso-administrativo núm. 798/97. Ha sido 
parte Andia Lacteos, S. L., representada por el Procurador 
de los Tribunales don Argimiro Vázquez Guillén y asistida 
de la Letrada doña Yolanda Hontiyuelo. Ha intervenido el 
Ministerio Fiscal y ha sido Ponente la Magistrada doña 
Elisa Pérez Vera, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes
1. Por escrito presentado en el Registro General de 

este Tribunal el día 22 de junio de 2001 se anunció por don 
Andrés González Ruiz, doña Begoña Armada Seara y don 
Juan Luis Blasco Polo su intención de interponer recurso 
de amparo contra la resolución judicial de la que se hace 
mérito en el encabezamiento, solicitando al mismo 

tiempo la designación de Abogado y Procurador de oficio, 
adjuntando copia de los escritos dirigidos a tal efecto a 
los Colegios de Abogados y Procuradores de Madrid.

Una vez producidas y aceptadas las respectivas desig-
naciones, se interpuso recurso de amparo por doña María 
Ángeles Oliva Yanes, en nombre y representación de los 
recurrentes, mediante escrito registrado en este Tribunal 
el día 5 de octubre de 2001.

2. Los hechos de los que trae causa la demanda de 
amparo relevantes para la resolución del recurso son los 
siguientes:

a) Los ahora demandantes de amparo interpusieron 
recurso contencioso-administrativo contra la Resolución 
de 10 de febrero de 1997 del Director de Trabajo y Seguri-
dad Social del Gobierno Vasco, que inadmitió el recurso 
ordinario interpuesto contra la Resolución del Delegado 
Territorial de Vizcaya de 3 de octubre de 1996, sobre expe-
diente de regulación de empleo.

b) La Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tri-
bunal Superior de Justicia del País Vasco dictó Sentencia 
el 14 de junio de 2000 en la que, tras afirmar la legitima-
ción activa de los recurrentes —trabajadores directamente 
afectados por el expediente de regulación de empleo—, 
declaró que su competencia se limitaba a determinar si el 
expediente se había aprobado mediante dolo, fraude o 
abuso de derecho, por lo que, al no apreciar ninguna de 
dichas circunstancias, desestimó el recurso.

c) Contra dicha Sentencia prepararon los ahora 
demandantes de amparo recurso de casación. En el 
escrito de preparación se incluía el siguiente otrosí:

«Que esta representación causídica no está habilitada 
para intervenir ante el Tribunal Supremo y que, care-
ciendo mis representados de representación en Madrid y 
estando incursos en la situación, que contempla la Ley 1/
1996, de 10 de enero, sobre asistencia jurídica, vengo a 
pedir que, en su caso, tras tener por convenientemente 
preparado el presente recurso, se suspenda la tramita-
ción del mismo y se proceda a la designación de abogado 
y procurador habilitado ante el Tribunal Supremo para la 
interposición del recurso, pues así procede hacer en justi-
cia que reitero en Bilbao para Madrid a 8 de septiembre 
de 2000.»

Admitido a trámite el recurso por providencia de 19 de 
septiembre de 2000, los recurrentes fueron emplazados 
para que comparecieran ante la Sala Tercera del Tribunal 
Supremo en el plazo de treinta días, que, según nota 
obrante en el rollo de casación, vencía el 11 de noviembre 
de 2000.

d) Mediante escrito registrado el día 8 de noviembre 
de 2000 los ahora demandantes de amparo presentaron 
en su propio nombre un escrito ante la Sala Tercera del 
Tribunal Supremo en el que reiteraron la solicitud de 
nombramiento de Abogado y Procurador de oficio.

e) La Sala Tercera del Tribunal Supremo dictó Auto 
de 3 de enero de 2001 declarando desierto el recurso de 
casación. En su fundamento de derecho único el Auto 
señaló lo siguiente:

«Por el recurrente D. Juan Luis Blasco Polo y otros se 
ha presentado escrito solicitando el reconocimiento del 
Derecho a la Asistencia Jurídica y no correspondiendo a 
ésta Sala la competencia para la designación de Abogado 
y Procurador del turno de oficio, que es consecuencia, en 
su caso, de la solicitud del reconocimiento del derecho a 
la Asistencia Jurídica Gratuita por parte del interesado 
ante el Colegio de Abogados de Madrid o del Juzgado de 
su domicilio, no procede acordar a lo solicitado en dicho 
escrito.

Habiéndose agotado el plazo legalmente establecido 
para interponer el recurso de casación sin que la parte 
recurrente haya presentado dentro del mismo el escrito 


